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 partir de 2003, como nos enseñó Jaime Terceiro en su intervención en 
la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, era obligado cam-
biar la política económica, porque el modelo de crecimiento Aznar-

Rato había llegado a su final. Pero no correspondió a éstos el reto de acometer 
el cambio de rumbo, sino, de inmediato, a Rodríguez Zapatero. Las medidas de 
política económica de éste, a partir de 2004, condujeron a la economía española 
a un forzoso desastre. Las advertencias que se hicieron en la etapa 2004-2007, 
cayeron en el vacío. Desde el año 2007 y hasta el 2011 se agudizó esta falta de 
sentido de lo que debía llevarse a cabo, y la consecuencia ha sido esta especie 
de puesto muy destacado del campeonato de los países con mayor crisis del 
conjunto de la Unión Europea. 

Conviene volver, una y otra vez sobre estas medidas equivocadas que obli-
gan a una respuesta especialmente áspera, porque sus raíces se remontan, más 
de una vez, a muchos años atrás, y que la política del Gobierno de Rodríguez 
Zapatero, las había prácticamente acorazado. Además ha de actuarse sobre todas 
ellas, de modo simultáneo, lo que obliga a un esfuerzo de la política económica 
que bordea lo colosal. 

Porque, en primer lugar, la Ley de Contrato de Trabajo de Girón, refrendada 
en 1944, que continúa, a veces con las mismas expresiones que la Ley de Largo 
Caballero de Contrato de Trabajo de 21 de octubre de 1931, con toda una serie 
de desarrollos sucesivos, crea un mercado laboral extraordinariamente rígido, 
que se combina con una productividad muy baja, que se suma a la productivi-
dad total de los factores que estudió para la Fundación Areces, un equipo dirigi-
do por Julio Segura. La situación actual, a partir de 2012, ha cambiado y puede 
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que de modo favorable. Buena parte de ese cambio puede leerse en el excelente 
artículo de Samuel Bertolila, “Las reformas laborales en España: la historia 
interminable”, en el volumen dirigido por Maurici Lucena y Rafael Repullo 
(coordinadores), “Ensayos sobre economía y política económica. Homenaje a 
Julio Segura” (Antoni Bosch, 2013) donde se señala que “las reformas laborales 
recientes, sobre todo la de 2012, han supuesto un cambio significativo de la 
legislación sobre contratación laboral y costes de despido y, especialmente, 
sobre la negociación colectiva y las condiciones de trabajo en España. También 
se han producido, por razones presupuestarias, reducciones de los derechos a 
percibir prestaciones por desempleo. La literatura económica muestra la impor-
tancia de estas instituciones laborales en la determinación de la tasa de paro, lo 
que hace prever una menor tasa de paro estructural a medio plazo. No obstante, 
a corto plazo la reforma probablemente esté contribuyendo a agravar la destruc-
ción de empleo y, por tanto, la propia recesión. La única esperanza es que están 
también ayudado a que la recesión sea más corta”. 

Esto se venía repitiendo por Luis Ángel Rojo desde su intervención el 20 de 
octubre de 1998 en la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas bajo el 
título “Las condiciones de estabilidad y la convergencia real España-UE”, don-
de manifestó que era forzoso reconocer que el modelo continental de relaciones 
laborales no se ha caracterizado precisamente por su flexibilidad y que su tradi-
cional rigidez ha sido una de las causas del elevado desempleo que aqueja a 
estas economías… Es fácil comprender que las transformaciones estructurales 
en el mercado de trabajo constituyen un área de reforma particularmente sensi-
ble y delicada, porque afecta… a un consenso social costosamente fraguado a lo 
largo de décadas. El objetivo de mantener el equilibrio entre un avance decidido 
hacia la eficiencia y la flexibilidad, sin poner en peligro la estabilidad social 
requiere prácticas cautelares y cuidadosamente planteadas lo que explica que, a 
veces, da la impresión de que los progresos en este terreno estén siendo muy 
lentos. 

En segundo término era, y es, preciso, conseguir una energía abundante y ba-
rata. Se produjo el encarecedor y costoso para el sector público, “parón nu-
clear”, ya en el Gobierno González. Fue ratificado muy específicamente, en la 
etapa del Gobierno Rodríguez Zapatero. El análisis de los tres grandes acciden-
tes nucleares –Palomares, Chernobil y Fukushima– fue expuesto de modo tal 
que generó una especie de rechazo instintivo. No se publicaron para la pobla-
ción –ahí tenemos, por ejemplo, los trabajos de la fundación Ideas– estudios 
serios sobre todo esto, con abandonos de posibilidades extraordinarias de abara-
tamiento energético. Todas las alternativas, desde el empleo del carbón nacional 
–eso sí, en retroceso evidente– hasta las energías renovables, aparte de lo que 
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sucede con el mercado petrolífero y a las condiciones del contrato del gas natu-
ral con Argelia, son encarecedoras. Se une todo lo dicho a la falta de enlaces en 
la red eléctrica existente en España, a causa, muchas veces, de pánicos colecti-
vos sin base científica alguna, provocados por un viejo y desacreditado artículo 
publicado en “The New Yorker”. Como existen escasas conexiones eléctricas 
con el exterior, se ha hablado de la insular energía española, cuando en realidad 
se trata no de una isla, sino de un archipiélago. Únase a esto el abandono del 
proyecto del primer Plan Energético Nacional, de una apuesta, a la francesa, de 
energía nuclear, que hubiera generado en estos momentos baratura a estos cos-
tes, porque las renovables precisan de subsidios elevados. 

La tercera cuestión que nos atenaza es la ruptura de la unidad del mercado 
español debido a la política intervencionista administrativa de las diferentes 
autonomías. Desde 1927, tras las aportaciones de Allyn Young –que tienen un 
antecedente bien claro en Adam Smith– un mercado pequeño genera una caída 
muy clara en la productividad y, por tanto, en la disminución de la competitivi-
dad. De algún modo podría interpretarse el artículo 131 de la Constitución como 
punto de arranque de una transformación unificadora del mercado interior espa-
ñol, que es una cuestión básica para disminuir los costes. 

Esto enlaza con un cuarto problema, porque a esas decisiones, dispares en 
cuanto intervencionistas según las diversas autonomías, la Administración cen-
tral suma su propio intervencionismo que resulta especialmente perturbador. Lo 
muestra la posición de España en la publicación del Banco Mundial titulada 
anualmente “Doing Business”, que ordena numéricamente los diversos países 
de acuerdo con su facilidad o dificultad para actuar de modo favorable a la crea-
ción de empresas. España, en la última de estas clasificaciones, ocupa el puesto 
mundial 47. Todo esto hace tiempo fue denunciado minuciosamente por Carlos 
Sebastián, pero por ahora no se observa ningún claro alivio. 

El quinto de los elementos que frena nuestra economía se debe, en realidad, al 
Banco de España en relación, sobre todo, con las Cajas de Ahorros que, después 
de las decisiones de 1977 habían crecido hasta suponer el 50% de nuestro sistema 
crediticio. No existió la vigilancia oportuna, y la catástrofe se derivó de las con-
ductas, ciertamente lamentables, de multitud de entidades crediticias. Una pregun-
ta está presente: ¿por qué el Banco de España no dio cuenta, entidad por entidad, 
del grave problema que surgía? Se refugió su crítica a la marcha del mercado 
laboral, cuestión como se ha dicho importante, pero directamente no de su incum-
bencia. Releamos las declaraciones en la comparecencia en las Cortes del Gober-
nador Miguel Ángel Fernández Ordóñez donde todo esto queda muy claro. 

El sexto ha sido el fracaso, por motivos demográficos –España es cada vez 
más vieja– y de modo derivado, de costes empresariales a causa de la financia-
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ción de las pensiones mediante un sistema de reparto, alejado absolutamente del 
de capitalización, ajeno totalmente a la evolución de la pirámide española de la 
población. La alternativa, para no cargar la mano sobre los empresarios va a ser 
aumento del gasto público. Todas estas opciones frenan, de un modo u otro, la 
eficacia productiva. El profesor Macarrón nos ha probado esto de modo clarísimo. 

El séptimo freno a la actividad viene determinado por la política de infraes-
tructuras. Su construcción no ha tenido en cuenta las ventajas que se podían 
derivar del papel de España en el tráfico del conjunto de las economías crecien-
tes del Pacífico –con China en primer lugar– y la Unión Europea, a través del 
Mediterráneo. Debiera haberse movido esta política a favor de transportes fe-
rroviarios de mercancías, de instalaciones portuarias y del complemento además 
de autovías y carreteras. De modo populista, con los aeropuertos, las líneas del 
AVE, y otras opciones de ese tipo, se ha eliminado la opción preferente a lo que 
a nuestra economía más importaba. 

El octavo problema, extraordinariamente negativo, procedía del exceso de 
orientación de la economía hacia el sector inmobiliario, hasta provocar nada 
menos, que a la japonesa, una realidad especulativa, incrementada por la políti-
ca del suelo, que se amparaba en una malhadada decisión del Tribunal Constitu-
cional, de la que se salvaba el voto particular de su entonces presidente, Jiménez 
de Parga. Esa burbuja especulativa considerable, tiene consecuencias muy nega-
tivas para el sistema financiero, como sucede con todas estas realidades desde la 
fiebre de los tulipanes en Holanda. Siempre dejan una herencia penosa, y de 
difícil salida. 

Del noveno problema algo hemos hablado, pero conviene insistir. Se trata de 
la política del Banco de España que se ha mostrado incapaz de regular adecua-
damente al conjunto del sistema bancario y sus operaciones, ofreciendo única-
mente un excelente Servicio de Estudios que ha servido para ratificar nuestra 
preocupante situación. De otras decisiones del Banco de España, como es FE-
DEA, nada interesante procede desde hace tiempo. La llegada de Linde de Cas-
tro como nuevo Gobernador, puede mejorar las cosas. 

Y el décimo problema lo originaba el déficit del sector público, que llegó a 
alcanzar en 2009 la cifra ciertamente intolerable del 11’2% del PIB. Se creía, en 
una especie de adhesión a una herejía keynesiana, que con gasto público se 
arreglaban las cosas, sin tener en cuenta las consecuencias penosas en grado 
sumo, del déficit y de la carga derivada de la deuda pública. 

Estos diez problemas, que originaban erosiones colosales en nuestra econo-
mía, cada uno de ellos, y no digamos todos juntos, se acentuaron a partir de 2007 
y, sobre todo de 2008, como consecuencia del inicio de una crisis financiera in-
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ternacional muy fuerte, con un impacto bien visible y altamente desagradable: el 
hundimiento de multitud de empresas y el auge fortísimo del desempleo. 

Para ser justos conviene señalar que desde los inicios de 2012 comenzó a 
orientarse de otro modo la política económica. Pero eso sólo puede llevarse 
adelante con daño a ciertos intereses especialmente poderosos, como son, desde 
luego, los sindicatos y las autonomías. Así es como se explica que haya surgido 
un movimiento de protesta a partir de los llamados “indignados”, con escraches, 
manifestaciones de protesta, huelgas, que si consiguen arraigar constituirían el 
undécimo freno a nuestra economía. De ahí la exigencia a continuar por el ca-
mino emprendido de reformas, rechazando con energía la tentación de frenar las 
medidas para no originar conflictos sociales. Son éstos momentos en los que es 
preciso pedir a los poderes públicos valor y continuación, amplia y robusta, de 
las medidas emprendidas a partir de enero de 2012. Otra cosa podría conducir a 
una agudización de la recesión hasta límites que no dudo en calificar de intole-
rables. 


